Contribución del Ecuador

Cuestionario sobre las pautas, las políticas y los procesos que contribuyen a los actos de discriminación racial y sobre el avance de la justicia e igualdad racial ("racismo sistémico", "estructural" e "institucional")

1. ¿Existe una definición o comprensión de trabajo del racismo sistémico, estructural o institucional en su país/por parte de su gobierno/su organización? 
Racismo estructural son todos los factores que colaboran con la reproducción de la pobreza y la desigualdad. 

Racismo institucional son todas las prácticas institucionales que llevan a la reproducción de discriminación en la sociedad. Es un mecanismo de exclusión legal, pero nunca legítimo o ético. Hay una coincidencia significativa entre raza, etnicidad y clase, las dos primeras deben ser aisladas del problema de clase para que se puedan implementar estrategias capaces de eliminar los prejuicios y las prácticas racistas.

2. ¿Es el racismo sistémico, estructural o institucional un problema importante en su país? ¿Se reconoce oficialmente que el racismo sistémico/estructural/institucional existe y que es un problema? ¿En qué sectores se produce el racismo sistémico/estructural/institucional, por ejemplo, en el acceso a la justicia, en el acceso a los servicios o en el disfrute de los derechos socioeconómicos y culturales? (Remítase a los casos resueltos por los tribunales nacionales cuando sea pertinente). 
En el Ecuador, en concordancia con su carácter jurídico y político plurinacional e intercultural están vigentes dos sistemas de justicia, la justicia ordinaria y la justicia indígena. La justicia indígena goza de legalidad, competencia y jurisdicción, determinada por la constitución, la ley y los instrumentos internacionales, para resolver los conflictos internos en el ámbito territorial con base a sus tradiciones, costumbres y derecho propio. La justicia indígena tiene la misma jerarquía que la justicia ordinaria, sus resoluciones tienen el rango de sentencias, los mismos que solo son objeto de control de constitucionalidad por la Corte Constitucional.
La justicia ordinaria y la justicia indígena son muy disimiles. La justicia indígena es integral, su principal objetivo es la reparación ya que esto permite la reconciliación de la comunidad y los actores que cometieron alguna irregularidad. 
El Estado a través de sus órganos competentes generará estrategias, normas, resoluciones y demás actos administrativos que promuevan y aseguren a las comunidades, pueblos y nacionalidades el ejercicio pleno del derecho colectivo a la administración de justicia.

La Constitución de 2008 en el artículo 11, inciso 2, establece que “todas las personas son iguales y gozarán de los mismo derechos, deberes y oportunidades”. 
Este principio normalmente es un requisito importante, necesario dentro del marco de un Estado constitucional de derechos. Además, se establece que tal principio se convierte en una garantía para la apropiada defensa de los derechos humanos y el castigo a los actos de discriminación racial. La cuestión se vuelve problemática a la hora de establecer si en efecto todos los ciudadanos tienen las mismas oportunidades al momento de acceder a la justicia. Aun cuando la ley consagra el principio de la no discriminación y de la igualdad al acceso a la justicia, la experiencia ha demostrado que determinados grupos de personas, en especial las víctimas de la discriminación racial, por diversos motivos, no tienen acceso a la justicia o no la tienen en pie de igualdad con el resto de la población. Esta afirmación es demostrable en el caso de los delitos contra la discriminación racial que estaban tipificados en el Código Penal. Es conocido que el capítulo VIII del Código Penal condena cualquier acto de discriminación contra persona alguna, pero no se conoce o son muy escasos los casos donde se haya hecho una demanda de esta naturaleza ante un juez o un tribunal de justicia.

Un factor sería la falta de conocimiento de la existencia de la norma, por parte de la ciudadanía, los abogados, así como de los propios defensores de derechos humanos.
3. ¿Cómo se abordan los patrones sistémicos de discriminación racial en el marco de la agenda de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 2030? En su opinión, ¿contribuyen los ODS a promover la justicia y la igualdad racial? (Consulte, por ejemplo, los ODS 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 10, 11 y 16).
Los Objetivos de Desarrollo Sostenible, ODS, según el Sistema de Naciones Unidas, son el plan maestro para conseguir un futuro sostenible para todos. Se interrelacionan entre sí e incorporan los desafíos globales a los que nos enfrentamos día a día, como la pobreza, la desigualdad, el clima, la degradación ambiental, la prosperidad, la paz y la justicia. Desde la propuesta de la ANINP, sus lineamientos se articulan con los objetivos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 10, 13, 15 y 16; de los ODS que relaciona los impactos en el área rural, donde se concentran las nacionalidades y pueblos indígenas y pueblo montubio y en las periferias urbanas donde actualmente el pueblo afroecuatoriano escala su presencia.  

La Agenda Nacional de Derechos de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas, Pueblo Afroecuatoriano y Pueblo Montubio.

El Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades (CNIPN) como “órgano responsable de asegurar la plena vigencia y el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos”, de acuerdo a lo establecido en la normativa constitucional, tiene como atribución formular, transversalizar, realizar observancia, seguimiento y evaluación a las políticas públicas de su competencia, con el fin de combatir la discriminación y promover la igualdad real en pro de los titulares de estos derechos, a la vez que incidir en la construcción del Estado intercultural y plurinacional.
Los instrumentos normativos que rigen este consejo especifican claramente las funciones y atribuciones para cumplir su rol de garante de los derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades y establece que en todo proceso institucional que enfoque su intervención, la participación de los pueblos y nacionalidades debe ser directa y sino en todo, por lo menos en la mayoría de los procesos institucionales que se desarrollan en su beneficio. 
El Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades conforme lo establecido en la Ley Orgánica de los Consejo Nacionales para la Igualdad, en el artículo 13 de la referida ley hace mención a las Agendas para la Igualdad las cuales son instrumentos que contienen las propuestas de políticas públicas de cada Consejo Nacional para la Igualdad, estas deben ser discutidas y consensuadas en los Consejos Sectoriales de la Política, deberán ser articuladas con la política sectorial para su posterior ejecución por parte de los ministerios de Estado y demás organismos competentes. Los Consejos Nacionales para la Igualdad, en coordinación con la institución de planificación de la Función Ejecutiva, elaborarán los instructivos metodológicos para la formulación, monitoreo y evaluación de las Agendas para la Igualdad relacionadas con temáticas de género, étnicas, intergeneracionales, interculturales, de discapacidad y movilidad humana, en concordancia con la Constitución de la República, los tratados e instrumentos internacionales y la Ley.
En este contexto, el Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades una vez que se desarrollaron procesos de construcción de la Agenda para la Igualdad de Derechos de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas, Pueblo Afroecuatoriano y Pueblo Montubio, en la cual contó con la participación de los titulares de derechos fue aprobada por el Consejo del CNIPN, para su publicación, socialización a los organismos de estado conforme ley.

La Agenda Nacional para la Igualdad de Derechos Pueblos y Nacionalidades, se constituye en un instrumento que tiene como propósito colaborar de manera especializada y complementaria el trabajo de las funciones del Estado y de los gobiernos seccionales de todos los niveles, con un énfasis en aquellos donde la población de pueblos y nacionalidades es mayoritaria. La Agenda para cumplir su objetivo requiere acciones de incidencia como la articulación y la coordinación con las instituciones que, por su competencia, desarrollan temas de atención urgente en los pueblos y nacionalidades en sus territorios de origen o de nuevos asentamientos.

Este contexto dispone el cumplimiento estricto de una participación directa de los titulares de derecho en los asuntos que se refieren o apliquen en sus poblaciones y territorios. El cumplimiento de la consulta en sus territorios es otro derecho que desde este Consejo se implementa en los procesos de construcción y aplicación de instrumentos y mecanismos que promuevan la aplicación de las políticas públicas. 

Las políticas públicas en su aplicación orientan e impulsan decisiones para el bienestar de un Estado. Las adopciones de las políticas públicas pueden concretizarse en las decisiones que los gobiernos toman para la inversión y para la generación de instrumentos normativos.

La identificación de las políticas públicas que plantea el CNIPN son parte de las políticas públicas interculturales basadas en los derechos colectivos, que el Estado ecuatoriano debe promover y aplicar. Los temas de políticas interculturales a continuación, son el resultado de la participación directa de los titulares de derechos, a través de diálogos en sitios cercanos o dentro de sus territorios. Desde la percepción de los pueblos y nacionalidades las instituciones del Estado mantienen una gestión que no apoya a las diversidades culturales, consideran que existe un desconocimiento estructural de su existencia y en consecuencia las decisiones adoptadas, en muchos casos carecen de pertinencia cultural y territorial. 

Estas propuestas de políticas públicas cuentan con líneas de intervención institucional en cumplimiento de los derechos colectivos de los pueblos y nacionalidades reconocidos en la Constitución del país y en el marco internacional. Asimismo, mantienen concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo “Plan de Creación de Oportunidades 2021 – 2025”, la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030 presentando propuestas con enfoque intercultural y plurinacional para reducir brechas de desigualdad de los pueblos y nacionalidades en el Ecuador”.
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